El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MEDIDAS CAUTELARES / EMBARGO DE BIENES DEL DEMANDADO EN PROCESO ORDINARIO LUEGO DE SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA FAVORABLE AL DEMANDANTE / SU LEVANTAMIENTO SOLO PROCEDE UNA VEZ EN FIRME LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL O DE LA CORTE QUE LA SUSTITUYA, AUNQUE LA PRIMERA HUBIERE REVOCADO EL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA.
Se trata en esta oportunidad de establecer si tuvo razón la jueza de primer grado al negar las solicitudes hechas por la apoderada judicial de la parte demandada, relacionadas con el levantamiento de las medidas de embargo y secuestro que afectan los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias números…
Considera la impugnante que ante la circunstancia de haberse revocado por este tribunal la sentencia de primera sede, con fundamento en la cual se decretaron las medidas cautelares, estas deben ser levantadas, siendo aplicable el artículo 341 del CGP… que al referirse a los efectos del recurso extraordinario de casación, dice en lo pertinente: “La concesión del recurso no impedirá que la sentencia se cumpla…” y afirma que al revocarse la sentencia de primera instancia, carece de todo sustento jurídico la providencia que decreta las medidas cautelares…
Para la Sala, es el inciso 2º de aquella disposición el que regula la cuestión al disponer: “El registro de la sentencia, la cancelación de las medidas cautelares y la liquidación de las costas causadas en las instancias, solo se harán cuando quede ejecutoriada la sentencia del tribunal o de la Corte que la sustituya” y nada de eso ha sucedido aún, pues la última Corporación no se ha pronunciado en relación con el medio de impugnación extraordinario que propuso el demandante.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Magistrada: Claudia María Arcila Ríos 

Pereira, abril veinticuatro (24) de dos mil diecinueve (2019)
Expediente 66001-31-03-003-2011-00356-03
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, contra el auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 24 de septiembre de 2018, en el proceso instaurado por el señor Felipe Jaramillo Londoño contra el señor Pablo Botero Jaramillo.
ANTECEDENTES
1. En el referido proceso, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira dictó sentencia el 12 de enero de 2017, en la que declaró la existencia de una sociedad comercial de hecho entre las partes, desde el 20 de noviembre de 2008 hasta el 3 de enero de 2010, la que declaró disuelta.

2. Mientras se dictaba sentencia de segunda instancia, pues esa providencia fue impugnada por el demandado, en proveído del 23 de junio del citado año, el Juzgado de primera sede, previa solicitud de la parte demandante, decretó el embargo y secuestro de los inmuebles denunciados como de la referida sociedad de hecho, distinguidos con matrículas inmobiliarias números 290-180983, 290-180988, 290-180989, 290-180990, 290-180991, 290-180992, 290-180995, 290-180996, 290-185573, 290-185575 y 290-177661 de  la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira
.

3. Inconforme con esa decisión, el apoderado de la parte demandada interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación
. La a quo, mediante proveído del 10 de agosto de 2017,  mantuvo su decisión y negó la apelación por no ajustarse a los lineamientos del artículo 321 del Código General del Proceso
.  

4. El 23 de octubre de 2017, este Tribunal revocó la sentencia impugnada y negó la existencia de esa sociedad, decisión frente a la cual se surte en la actualidad el recurso de casación interpuesto por el demandante.

5. En escrito presentado el 23 de julio de 2018
, el accionado, por intermedio de apoderada judicial, solicitó: i) se levanten y cancelen  las medidas cautelares; ii) en subsidio, se modifique por la de la inscripción de la demanda; iii) de no ser procedentes las anteriores peticiones, se limiten al inmueble identificado como: Lote E1 290 -  185573, por ser suficiente para garantizar las pretensiones de la demanda y iv) en subsidio de todas las anteriores, se le autorice prestar caución para obtener el levantamiento de tales medidas.
6. El juzgado de primer nivel, mediante el proveído impugnado, negó las peticiones del demandado, excepto la última. Para adoptar aquella decisión consideró, en relación con la primera solicitud, que como las medidas cautelares fueron pedidas y decretadas antes del recurso de casación interpuesto contra la sentencia de segunda instancia, su levantamiento procede cuando quede ejecutoriada la sentencia del tribunal o la de la Corte que la sustituya. De la segunda dijo que como el embargo y secuestro de los referidos bienes fue pedido con posterioridad a la sentencia de primera instancia, procedía su decreto, de acuerdo con el artículo 590 del Código General del Proceso. Y de la tercera, que la limitación de las medidas cautelares solo se impone en las acciones ejecutivas, tal y como lo prevé el Art. 600 del Código General del Proceso.  
7. Contra esa determinación, la parte demandada interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación; resuelto desfavorablemente el primero, se concedió el segundo, de cuyo estudio se ocupa la Sala.

CONSIDERACIONES  
1. La providencia impugnada resulta apelable de conformidad con el numeral 8º del artículo 321 del Código General del Proceso, toda vez que por medio de ella se resolvieron cuestiones relacionadas con medidas cautelares.

2. Se trata en esta oportunidad de establecer si tuvo razón la jueza de primer grado al negar las solicitudes hechas por la apoderada judicial de la parte demandada, relacionadas con el levantamiento de las medidas de embargo y secuestro que afectan los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias números 290-180983, 290-180988, 290-180989, 290-180990, 290-180991, 290-180992, 290-180995, 290-180996, 290-185573, 290-185575 y 290-177661 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira; la modificación de dicha medida por la de  inscripción de la demanda y la limitación de las mismas por ser excesivas. 
3. Considera la impugnante que ante la circunstancia de haberse revocado por este tribunal la sentencia de primera sede, con fundamento en la cual se decretaron las medidas cautelares, estas deben ser levantadas, siendo aplicable el artículo 341 del CGP, pero solo respecto de las que sean legales.
Como ya se indicara, la sentencia de primera instancia le fue favorable a la parte demandante y a petición suya decretó el juzgado el embargo y secuestro de los bienes que dijo el peticionario hacían parte de la sociedad declarada, decisión frente a la cual se interpuso recurso de apelación subsidiario al de reposición, que fue negado por la funcionaria de primera sede por no estar dentro de los que enlista el artículo 321 del CGP como susceptibles de alzada, sin que respecto de esa decisión hubiese mostrado inconformidad la parte demandada.
De esa manera, el auto que decretó las medidas cautelares adquirió firmeza y por ende, no es del caso analizar si eran o no legales.
Ahora, para levantarlas, debe acudirse a los preceptos que la autorizan y dentro de ellos el artículo 597 del CGP, a cuya lectura se remite y que no permite hacerlo en situación como la que plantea la impugnante.

Esta invoca, para tal fin, el artículo 341 de esa obra, que al referirse a los efectos del recurso extraordinario de casación, dice en lo pertinente: “La concesión del recurso no impedirá que la sentencia se cumpla…” y afirma que al revocarse la sentencia de primera instancia, carece de todo sustento jurídico la providencia que decreta las medidas cautelares; por tanto, la sentencia de segunda debe cumplirse de conformidad con ese precepto.

Para la Sala, es el inciso 2º de aquella disposición el que regula la cuestión al disponer: “El registro de la sentencia, la cancelación de las medidas cautelares y la liquidación de las costas causadas en las instancias, solo se harán cuando quede ejecutoriada la sentencia del tribunal o de la Corte que la sustituya” y nada de eso ha sucedido aún, pues la última Corporación no se ha pronunciado en relación con el medio de impugnación extraordinario que propuso el demandante. 

No autoriza pues el legislador proceder en la forma como lo solicita el demandado cuando la sentencia de primera instancia es revocada por un tribunal, frente a la cual se interpone el recurso de casación, cuando este no ha sido desatado. Por eso, de haber tenido conocimiento esta Corporación del decreto de tales medidas, hubiese ordenado el levantamiento de las mismas en la sentencia que negó las pretensiones, pero tal decisión solo resultaría posible cumplirla, de acuerdo con el inciso 2º del precepto transcrito, cuando se produjera alguna de las circunstancias que ella consagra, lo que se reitera, no ha ocurrido.
4. Tampoco permite cambiar la ley las medidas de embargo y secuestro por la de inscripción de la demanda y menos a solicitud del demandado. Lo que autoriza el numeral 1, literal b) del artículo 590 del CGP a que se refiere la apoderada del impugnante, es  la inscripción de la demanda, sobre bienes del demandado, cuando se persiga el pago de perjuicios  provenientes de responsabilidad civil contractual o extracontractual, que no es lo que se pretende en este asunto, y además, a solicitud del demandante. 

5. El demandado está inconforme también con la negativa en reducir las medidas cautelares que considera excesivas, porque las pretensiones fueron tasadas en $2.140.000.000 y de acuerdo con el avalúo que arrimó, los bienes embargados tienen un valor de $11.816.218.260.
Sin embargo, en este caso, tales medidas no se decretaron con la finalidad garantizar el pago de una suma de dinero que se haya reconocido en el fallo, sino de conservar el patrimonio de la sociedad de hecho reconocida en la sentencia de primer grado, que no había sido revocada para entonces. Esa fue la razón por la cual, el juzgado le solicitó al actor indicar cuáles de los denunciados hacían parte de esa sociedad por auto del 8 de junio de 2017
 y así procedió el abogado que lo representa en escrito del 21 del mismo mes
.
De esa manera las cosas, no pueden acogerse los argumentos de la abogada que representa al recurrente, porque lo que justifica la medida decretada es que se conserven los bienes que pueden hacer parte de una universalidad, concretamente de la sociedad de hecho cuya existencia reconoció el juzgado de primera sede, con independencia de su valor.

6. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el auto apelado y se condenará al impugnante a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor de la parte demandante, las que serán liquidadas por el juzgado de primera sede, tal como lo manda el artículo 366 del Código General del Proceso, fin para el cual las agencias en derecho se fijarán en la suma de $500.000.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E:

1º CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 24 de septiembre de 2018, en el proceso promovido por el señor Felipe Jaramillo Londoño contra el señor Pablo Botero Jaramillo.
2º Costas en esta instancia, a cargo del impugnante y favor de la parte actora, las que serán liquidadas por el juzgado de primera sede, tal como lo manda el artículo 366 del Código General del Proceso, fin para el cual las agencias en derecho se tasan en la suma de $500.000.
3º Ejecutoriado el presente auto, vuelva el proceso al juzgado de origen.

Notifíquese
La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Folio 114, copias correspondientes al cuaderno No. 2.


� Folios 116 a 118, copias correspondientes al cuaderno No. 2.


� Folios 172 a 173, copias correspondientes al cuaderno No. 2


� Folios 236 a 245, copias correspondientes al cuaderno No. 2.


� Folios 103 y 104, cuaderno de copias No. 2


� Folios 110 a 113, cuaderno de copias No. 2





5

